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Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 

La Asociación de Empleados del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico y otros (AEELA)1 solicita que 

este Tribunal revoque la Sentencia que dictó el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI).2 Mediante 

ésta, el TPI declaró Ha Lugar la Querella sobre discrimen 

en el empleo que interpuso la Sra. Tania Fontánez Fuentes 

(señora Fontánez). 

 Por los fundamentos que se exponen, se acoge la 

Apelación como un recurso de certiorari y se deniega su 

expedición.3  

I. MARCO FÁCTICO Y PROCESAL 

 El 9 de mayo de 2013, la señora Fontánez presentó 

una Querella en contra de AEELA por alegado discrimen en 

                                                 
1 Incluyendo a los Oficiales de la Directiva de la Asamblea de Delegados 

de la Asociación, tanto en su carácter oficial como personal, compuesta 

por: el Sr. José A. González Hernández, la Sra. Myrthia Cruz Cabrera, la 

Sra. Gladys G. Rosario Otero y el Sr. Félix Morales Alverio. 
2 La dictó el el 8 de agosto de 2018 y la notificó el 13 del mismo mes y 

año. 
3 Se mantiene la asignación alfanumérica que le asignó la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  
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el empleo. La entabló al amparo de la Ley Núm. 100 de 

30 de junio de 1959, según enmendada, 29 LPRA sec. 146, 

et seq., conocida como la Ley contra el discrimen en el 

empleo (Ley 100); la Ley Núm. 115-1991, según enmendada, 

29 LPRA sec. 194a, et seq., conocida como la Ley de 

represalias (Ley 115); y bajo el procedimiento sumario 

de reclamaciones laborales que establece la Ley Núm. 2 

de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA 

sec. 3118, et seq. (Ley 2).  

En síntesis, la señora Fontánez indicó que el 26 de 

abril de 2013 se le comunicó a todos los empleados de 

AEELA que la Asociación había cambiado de 

administración. Consecuentemente, el 29 de abril de 

2013, alegó que, de forma inesperada y sorpresiva, se le 

obligó a tomar vacaciones hasta el 10 de junio de 2013. 

La señora Fontánez le envió a AEELA una carta el 30 de 

abril de 2013. Ante la inacción de AEELA, reclamó, como 

remedio provisional, que el TPI ordenara a AEELA a que 

le dieran cumplimiento al Plan de Vacaciones; que 

repusieran el tiempo de vacaciones descontado sin 

haberlo solicitado; y que la reinstalaran en sus 

funciones. Alegó discrimen por razón de edad y 

afiliación política. También, que AEELA tomó represalias 

en su contra por deponer ante la Cámara de Representantes 

sobre un proyecto al que se oponía la Asamblea de 

Delegados de AEELA. Reclamó que dichas actuaciones le 

ocasionaron daños y angustias mentales. Solicitó el pago 

de $100,000.00, más una suma igual al doble del importe 

de dichos daños de conformidad con la Ley 100 y Ley 115. 

Oportunamente, el 20 de mayo de 2013, AEELA 

contestó la Querella. Solicitó que la señora Fontánez 

regresara al trabajo, lo cual hizo. El 24 de mayo de 
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2013, ésta interpuso una Solicitud de Orden Provisional. 

Reclamó que, al regresar a su trabajo, le incautaron la 

computadora personal que se le había asignado sin 

habérsele provisto un documento que formalizara el 

relevo de tal equipo. AEELA replicó. Argumentó que el 

proceso se hizo conforme a la reglamentación aplicable. 

Luego de varios trámites procesales, incluyendo el 

descubrimiento de prueba, el 20 de julio de 2017, el TPI 

celebró la Conferencia con Antelación a Juicio. Al 

tratarse del quinto señalamiento sin que se pudiera 

celebrar la Conferencia -y ante el incumplimiento 

reiterado de AEELA- el TPI le anotó la rebeldía y señaló 

la Vista.4  

El 7 de marzo de 2018 y el 8 de mayo de 2018 se 

celebró la Vista en Rebeldía. Ambas partes 

comparecieron. La señora Fontánez presentó su propio 

testimonio; así como el del Sr. Juan Alberto Rivera Díaz, 

Oficial de Activos Fijos de AEELA; y del co-querellado, 

Sr. José A. González Hernández. AEELA contrainterrogó a 

todos los testigos. En torno a la prueba documental, la 

señora Fontánez presentó 36 exhibits. Las partes 

estipularon el Reglamento para el Personal Gerencial y 

de Alta Gerencia R-014.  

El TPI emitió la Sentencia el 8 de agosto de 2018. 

Si bien AEELA pudo contrainterrogar a los testigos de la 

señora Fontánez y objetar la admisibilidad de cierta 

prueba, el TPI entendió que AEELA no controvirtió la 

prueba que presentó la señora Fontánez.5 Igualmente, el 

TPI señaló que le dio credibilidad entera a su 

                                                 
4 El TPI detalló las múltiples instancias de incumplimiento por parte de 

AEELA en la Sentencia. Apéndice de Apelación, págs. 67-73. 
5 Determinaciones de Hechos núms. 22, 23, 27, 29, 57, 60, 61, 99, 107, 118 

y 119, Apéndice de Apelación, págs. 73-94. 
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testimonio. En consideración el efecto de la 

rebeldía -que implica la admisión de las alegaciones 

bien hechas en la demanda o querella- en conjunto con la 

prueba presentada y no controvertida, así como el 

derecho aplicable, el TPI declaró Ha Lugar la Querella.  

El TPI condenó a todos los querellados, de forma 

solidaria, a pagarle a la señora Fontánez la suma de 

$25,000.00 por los daños reclamados, más una suma igual 

al doble de su importe, e intereses computados desde que 

se incoó la Querella. Entre otras, ordenó el pago de 

$3,973.73 por los días en exceso que ésta no pudo cobrar 

por haber sido enviada de vacaciones forzosamente, más 

intereses computados desde la Sentencia. 

Inconforme, AEELA presentó su Apelación el 23 de 

agosto de 2018.6 Alegó los señalamientos de error 

siguientes: 

Erró el [TPI] al determinar que el enviar a la 

[señora Fontánez] de vacaciones fue una acción 

discriminatoria por su afiliación política al 

Partido Nuevo Progresista y por represalias 

basado en que compareció a una vista 

legislativa a declarar sobre la aprobación de 

la Ley Núm. 188 de 17 de agosto de 2012. 

 

Erró el [TPI] en la apreciación de prueba al 

determinar hechos que no fueron probados ni 

sustentados con la prueba desfilada en el 

juicio y al no determinar como hechos probados 

otros hechos que sí se sustentan con la prueba 

desfilada en el juicio, mediando parcialidad, 

prejuicio y arbitrariedad en las 

determinaciones de hechos.  

 

Erró el [TPI] al determinar una cuantía de 

daños que es excesiva y no se sostiene con la 

prueba presentada al tomar como base una suma 

que corresponde a un caso cuyos ellos [sic] 

son claramente distinguibles de los que están 

en controversia en la reclamación de marras. 

 

Erró el [TPI] al imponer responsabilidad 

solidaria a los oficiales de [AEELA] que 

fueron traídos en la demanda por actos de 

discrimen y represalias que solamente pueden 

ser imputados al patrono.  

                                                 
6 Este recurso fue presentado a las 11:42 pm de dicha fecha. 



 
 

 
KLAN201800932  

 

5 

II. MARCO LEGAL 

La Ley 2 provee un procedimiento sumario de 

reclamaciones laborales para la consideración y 

adjudicación rápida de las querellas de obreros y 

empleados contra sus patronos por “cualquier derecho o 

beneficio, o cualquier suma por concepto de compensación 

por trabajo o labor realizados para dicho patrono, o por 

compensación en caso de que dicho obrero o empleado 

hubiere sido despedido de su empleo sin causa 

justificada”. 32 LPRA sec. 3118. Medina Nazario v. 

McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); Lucero v. San 

Juan Star, 159 DPR 494 (2003); Rodríguez v. Syntex P.R., 

Inc., 148 DPR 604 (1999).  

El historial legislativo de la Ley 2 destaca la 

política pública a favor de la tramitación sumaria de 

los procesos judiciales en el que han de ventilarse las 

reclamaciones laborales y establece que el propósito de 

esta medida es propiciar la celeridad en la solución de 

estos pleitos. De ese modo, se garantiza al obrero la 

vindicación pronta de sus derechos y se protege su modo 

de subsistencia. Predicado en ello, la Ley 2 establece 

un procedimiento sumario en respuesta a la política 

pública de abreviar el procedimiento para que sea lo 

menos oneroso. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, 

Inc., 147 DPR 483 (1999). 

En ocasiones reiteradas la jurisprudencia ha 

reconocido que los tribunales deben dar estricto 

cumplimiento a esta política pública y cumplir con sus 

propósitos. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 

supra; Santiago Pérez v. Palmas del Mar Properties, 

Inc., 143 DPR 886 (1997); Rivera v. Insular Wire 

Products Corp., 140 DPR 912 (1996). A su vez, se ha 
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resuelto que el trámite sumario de esta Ley se instituyó 

con el ánimo de remediar la inequidad económica 

existente entre las partes y para favorecer más al obrero 

que al patrono, sin privarle a este último de su derecho 

a defenderse adecuadamente. León v. Rest. El Tropical, 

154 DPR 249 (2001).  

Con el propósito de lograr los objetivos del 

proceso sumario, la Ley 2 dispone: (1) términos cortos 

para la contestación de la querella presentada por el 

obrero o empleado; (2) criterios para la concesión de 

una sola prórroga para contestar la querella; (3) un 

mecanismo para el emplazamiento del patrono querellado; 

(4) el procedimiento para presentar defensas y 

objeciones; (5) criterios para la aplicación limitada de 

las Reglas de Procedimiento Civil; (6) una limitación 

específica sobre el uso de los mecanismos de 

descubrimiento de prueba; (7) una prohibición específica 

de demandas o reconvenciones contra el obrero o empleado 

querellante; (8) la facultad del tribunal para dictar 

sentencia en rebeldía cuando el patrono querellado no 

cumpla con los términos provistos para contestar la 

querella; y (9) los mecanismos para la revisión y 

ejecución de las sentencias y el embargo preventivo. 

(Énfasis suplido). 32 LPRA secs. 3120, 3121, 3133; 

Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921 (2008); 

Rivera v. Insular Wire Products, Inc., supra. 

Por ser un estatuto de carácter reparador, la Ley 2 

tiene que interpretarse liberalmente a favor del 

empleado. Izaga Santos v. Family Drug Center, 182 DPR 

463 (2011). Sin embargo, las disposiciones de la Ley 2 

conceden al patrono las oportunidades básicas para 

defenderse. Con ello se cumple con las garantías del 
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debido proceso de ley. Ocasio v. Kelly Servs., 163 DPR 

653 (2005). Incluso, bajo el esquema sumario, los 

tribunales guardan discreción para flexibilizar las 

limitaciones que le impone la Ley 2 al patrono en cuanto 

al descubrimiento de prueba. Vizcarrondo Morales v. MVM, 

Inc., supra; Berríos v. González et al., 151 DPR 327 

(2000). Esta discreción podría resultar suficiente para 

conferirle al patrono el mínimo de las garantías 

constitucionales sin desvirtuar el carácter sumario del 

proceso. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. 

Igualmente, el Tribunal Supremo ha reconocido la 

autoridad de los tribunales para, luego de hacer un 

análisis cuidadoso de la naturaleza de la reclamación y 

de los intereses involucrados, tramitar la querella de 

forma ordinaria. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 

supra; Rivera v. Insular Wire Products Corp., supra. 

Ello, ante un planteamiento oportuno al respecto. 

Berríos v. González et al., supra.7 Al determinar cuál 

es el procedimiento adecuado, si sumario u ordinario, el 

TPI deberá hacer un balance justo entre los intereses 

del patrono y del empleado querellante a la luz de las 

circunstancias específicas de las reclamaciones. Ocasio 

v. Kelly Servs., supra; Berríos v. González et al., 

supra; Rivera v. Insular Wire Products Corp., supra.  

En el 2014 la Asamblea Legislativa aprobó la 

Ley 133 de 6 de agosto de 2014 (Ley 133-2014) con el 

propósito de atemperar las disposiciones de la Ley 2 al 

esquema judicial vigente. De forma específica, se 

extendió el carácter sumario de dicha ley a la etapa 

                                                 
7 Esta discreción está limitada por el mandato expreso de la Ley que dispone 

que, en general, pasado el término para que el patrono conteste la querella 

sin que ello ocurra y sin que se haya solicitado prórroga, el tribunal 

solamente tiene jurisdicción para anotar la rebeldía y dictar sentencia. 

Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. 
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apelativa. Mariela Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 

2018 TSPR 88, 200 DPR ____ (2018). En la Exposición de 

Motivos de la Ley 133-2014, supra, el legislador expresó 

que la Ley 2 “establece un procedimiento sui generis de 

revisión de sentencias, limitando el recurso de 

apelación solamente a la adjudicación en los méritos del 

caso. Cuando la sentencia se haya emitido en rebeldía o, 

por incomparecencia de una de las partes el día del 

juicio, la revisión se realizará mediante un auto de 

certiorari, cuya expedición por el tribunal revisor es 

discrecional”.  

Cónsono, la Sección 4 de la Ley 2, según enmendada 

por la Ley 133-2014, supra, sobre vistas y sentencias en 

rebeldía, dispone, en su parte pertinente, que: 

Si el querellado radicara su contestación a la 

querella en la forma y en el término 

dispuestos en la sec. 3120 de este título, el 

juicio se celebrará sin sujeción a calendario 

a instancias del querellante, previa 

notificación al querellado. 

 

[…] 

 

Se dispone, no obstante, que la parte afectada 

por la sentencia dictada en los casos 

mencionados en esta sección podrá acudir 

mediante auto de certiorari al Tribunal de 

Apelaciones, en el término jurisdiccional de 

diez (10) días siguientes a la notificación de 

la sentencia para que se revisen los 

procedimientos exclusivamente.  

 

[…] (Énfasis suplido). 32 LPRA sec. 3121. 

 

En Ruiz v. Col. San Agustín, 152 DPR 226 (2000), el 

Tribunal Supremo expresó que, respecto a las sentencias 

dictadas en rebeldía bajo el procedimiento sumario de la 

Ley 2, las alegaciones concluyentes y determinaciones de 

derecho, al igual que hechos alegados incorrectamente no 

son suficientes para sostener una determinación de 

responsabilidad del patrono. Para dictar una sentencia 

en rebeldía, la parte querellante debe haber hecho 
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alegaciones de hechos específicos en su querella, hechos 

que, al anotarse la rebeldía, se dan por admitidos. Íd.  

Los daños generales reclamados, al no constituir 

una suma líquida, tienen que probarse. Ruiz v. Col. San 

Agustín, supra; Rivera v. Insular Wire Products, Inc., 

supra. El hecho de que se haya anotado la rebeldía no es 

garantía per se de una sentencia a favor del querellante. 

Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. En el descargo 

de la función judicial, el tribunal deberá celebrar las 

vistas que crea necesarias y adecuadas para que el 

querellante sustente sus alegaciones y pruebe los daños 

alegados en la querella. Vizcarrondo Morales v. MVM, 

Inc., supra; Ruiz v. Col. San Agustín, supra. El TPI 

deberá aplicar los mecanismos contemplados en las Reglas 

de Procedimiento Civil para casos en rebeldía. 

Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. 

III. DISCUSIÓN 

AEELA plantea que el TPI incidió al apreciar la 

prueba que presentó la señora Fontánez. No obstante, 

como cuestión de umbral, este Tribunal tiene que atender 

si el recurso que interpuso AEELA es compatible o no con 

los preceptos jurídicos que esbozó la Ley 2. Es decir, 

procede auscultar si AEELA podía solicitar revisión de 

la Sentencia en los méritos bajo las limitaciones que 

impone la Ley 2. 

 Es norma conocida que, en los casos tramitados bajo 

la Ley 2, los tribunales guardan discreción para 

determinar si la querella o demanda presentada debe 

tramitarse por la vía ordinaria, aunque el empleado 

querellante haya indicado la aplicabilidad del 

procedimiento sumario. Berríos v. González et al., 

supra. Surge del expediente ante la consideración de 
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este Tribunal que el TPI mantuvo la tramitación sumaria, 

a pesar de que, posterior a haber contestado la Querella, 

AEELA solicitó convertirlo en un proceso ordinario. Ello 

también se reflejó en la Sentencia que emitió el TPI y 

en la propia Apelación.8 Por tanto, este Tribunal dará 

cumplimiento estricto a las disposiciones de la Ley 2. 

Veamos. 

 Como parte del tracto procesal del caso, no existe 

duda que, ante su incumplimiento, el TPI anotó la 

rebeldía a AEELA.9 Así las cosas, dentro del descargo de 

su función judicial, el TPI celebró una vista que duró 

dos (2) días. En esta, la señora Fontánez tuvo la 

oportunidad de sustentar sus alegaciones y probar sus 

daños. AEELA asistió y contrainterrogó a los testigos. 

Posteriormente, con el beneficio de la regrabación de 

los procedimientos, ambas partes presentaron sendos 

Memorando de Derecho previo a que el TPI dictara la 

Sentencia mediante la cual declaró Ha Lugar la Querella. 

La Sentencia señaló que el TPI le dio credibilidad entera 

a la prueba que presentó la señora Fontánez. 

De esta manera, conforme a la sección 4 de la Ley 

2, supra, la Sentencia que dictó el TPI es final e 

inapelable. Sin embargo, dicha disposición de Ley 

también señala que la parte afectada por una sentencia 

dictada en rebeldía podrá acudir ante este Tribunal 

mediante auto de certiorari -en el término 

jurisdiccional de diez (10) días- para que se revisen 

los procedimientos exclusivamente. Tomado en cuenta que 

el nombre no hace la cosa, este Tribunal acogió la 

Apelación como un auto de certiorari. 

                                                 
8 Apéndice de Apelación, págs. 66 y 95. 
9 De conformidad con la Regla 201 de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA 

Ap. IV, R. 201, tomamos conocimiento judicial de la Minuta Resolución que 

obra en autos. Ésta se emitió el 20 de julio de 2017 y se notificó el 2 de 

agosto de 2017. 
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Ahora bien, el recurso que presentó AEELA no cumple 

con el carácter especial de la Ley 2. Si bien AEELA 

compareció dentro del término jurisdiccional dispuesto 

por ley, sus errores y argumentos van dirigidos, 

exclusivamente, a la apreciación de la prueba que 

realizó el TPI. Es decir, AEELA solicitó que se revisara 

la adjudicación en sus méritos, mas no que se revisaran 

los procedimientos que el TPI llevó a cabo a raíz de 

habérsele anotado la rebeldía. Esta acción va en 

contravención con la sección 4 de la Ley 2, supra, sobre 

aquellas partes afectadas por una sentencia dictada en 

rebeldía.  

Por tanto, dentro del ejercicio prudente de la 

facultad discrecional de este Tribunal, no queda otra 

alternativa que denegar el auto.  

IV. CONCLUSIÓN 

 Por los fundamentos expuestos, se acoge el recurso 

como un certiorari y se deniega su expedición. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


